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El Equipo de Dirección 

Damos cuenta, de manera muy resumida, de las resoluciones jurisdiccionales que 
son objeto de atención en este último número del año 2021.

El primer comentario lo realiza Carlos Hugo Preciado Domènech a la STEDH 
(Sección Quinta) de 7 de octubre de 2021 (Case of Zoletic and Others v. 
Azerbaijan, núm. 20116/12), que concluye que Azerbaiyán ha incumplido su 
obligación de llevar a cabo una investigación de las denuncias que los demandantes 
(trabajadores migrantes de otros país) presentaron por presunta trata de personas y 
trabajo forzoso, a pesar de que el asunto había sido suficientemente conocido por 
parte de las autoridades internas.

Susana Rodríguez Escanciano analiza la STJUE (Sala Quinta) de 6 de octubre 
de 2021 (Asunto C 598/19), que aborda de qué forma y hasta qué grado es razonable 
que en las reservas a favor de los centros especiales de empleo en el sistema de 
contratación del sector público se consienta la implementación por la normativa 
nacional de requisitos adicionales a los exigidos por la normativa comunitaria, 
consintiéndolo siempre que se respeten los principios de igualdad y proporcionalidad.

El director de RJL encara la STC 153/2021, de 13 de septiembre, en la que se 
examina, desde el prisma de la discriminación directa e indirecta por razón de género, 
la constitucionalidad de la medida empresarial que concede la reducción de jornada 
solicitada por la trabajadora por motivos relacionados con la conciliación de la vida 
familiar, aunque  ello conlleva, necesariamente, un cambio de destino en el mismo 
centro de trabajo.

La STC 160/2021, de 4 de octubre, diseccionada por Pilar Rivas Vallejo, confronta 
el derecho a la protección de datos con la monitorización del trabajo, no apreciando la 
vulneración del derecho fundamental a la privacidad de los datos alegada si se 
constata mediante dicha monitorización un incumplimiento laboral reiterado, pero 
siempre que la empresa asuma el compromiso de no darle a las grabaciones un uso 
disciplinario, sino una utilización meramente formativa.

María Areta Martínez comenta la STS-SOC 766/2021, de 7 de julio, en la que se 
cuestiona el derecho de los representantes legales de los trabajadores a ser 
informados sobre la totalidad de actividades que se incluyen en el Plan Anual de 
Formación en empresas de contact center, consintiéndose que no se informe sobre 
aquellas actividades formativas que no se han incorporado al Plan dada su naturaleza 
y la imposibilidad de preverlas con antelación.
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El subdirector de RJL estudia la STS-SOC 1005/2021, de 13 de octubre, que 
estudia la incidencia del reconocimiento por el trabajador de la infracción laboral 
cometida en el cómputo del plazo de prescripción de las faltas laborales, apreciando 
que no obra el efecto de principiar el cómputo del plazo si la asunción de la infracción 
por parte del trabajador no es completa, o si la decisión extintiva empresarial se 
argumenta en hechos parcialmente diferentes.

María Emilia Casas Baamonde disecciona la STS-SOC 1007/2021, de 7 de 
octubre, sobre el comienzo del cómputo del plazo de prescripción de un año para la 
reclamación de las consecuencias indemnizatorias a la empresa que aplicó los 
servicios mínimos en una huelga posteriormente anulados, entendiendo que principia 
desde que alcanza firmeza la sentencia que declara la antijuricidad de la resolución 
que impone dichos servicios mínimos lesivos.

La STS-SOC 1018/2021, de 18 de octubre, explicada por Magdalena Nogueira 
Guastavino, trata sobre la nulidad de un pacto de no competencia y la exigencia de 
devolución de las cantidades percibidas por el trabajador. La compensación 
económica en cuantía mensual que no alcanza el 2% del salario mensual no 
constituye, en puridad, una compensación económica adecuada, por lo que la nulidad 
del pacto no conlleva la devolución de las cantidades percibidas si no se había 
pactado expresamente esta consecuencia.

STS-SOC 1019/2021, de 18 de octubre, escrutada por Juan Martínez Moya, versa 
sobre si las actuaciones de la Inspección de Trabajo constituyen un medio eficaz para 
interrumpir el plazo de prescripción de la acción que pretende exigir determinadas 
percepciones económicas a la empresa aunque no conste la identidad de quien 
formuló la denuncia. Aprecia que el acto interruptivo de la prescripción exige, para su 
completa eficacia en este caso, que lleguen a conocimiento del empresario deudor las 
actuaciones de la inspección cuyo objeto era investigar el impago de salarios con 
sujeción al convenio colectivo aplicable.

La última resolución comentada del número es la SAN-SOC 233/2021, de 5 de 
noviembre, que corre a cargo de Inmaculada Ballester Pastor, en la que se considera 
que atenta al principio de igualdad que una empresa abone el complemento por 
‘gastos extras de suministro’ únicamente a los trabajadores adheridos a una modalidad 
de teletrabajo y no al resto de trabajadores, pues la situación provocada por el 
COVID-19 genera idéntica problemática para ambos tipos de trabajadores, sin que 
exista una justificación, objetiva y razonable, que ampare la actuación empresarial.

Revista de Jurisprudencia Laboral. Número 10/2021

Página 2


